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Valparaíso, 2 de junio de 2016

La COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y PUEBLOS ORIGINARIOS
acordó oficiar a US. con el propósito de solicitarle se sirva informar respecto del grado de
cumplimiento de los acuerdos adoptados en representación del Gobierno, en el marco de la
Mesa de Alto Nivel que se constituyó el 28 de mayo de 2015, con el objeto de avanzar en
una respuesta integral en materia de reparación para las víctimas de prisión política y
tortura de nuestro país, al tenor de lo expuesto en el documento que se adjunta.

Lo que tengo a honra poner en su conocimiento, por orden del
Presidente accidental de la Comisión, H. Diputado señor Hugo Gutiérrez Gálvez.

Dios guarde a US.

<& _ ^
/JUAN CARLOS HERRERA INFANTES

Abogado Secretario de la Comisión

SEÑOR
NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN
MINISTRO SECRETARIO GENERAL DE LA PRESIDENCIA
PRESENTE

Comisión de Derechos Humanos y Pueblos Originarios de la Cámara de Diputados

Dirección Pedro Montt s/n, Valparaíso

Teléfono (32)2505052-2505119

Emaíl mrequena@congreso.cl



Carta de Observadores del proceso de negociación de la Mesa de Alto Nivel para dar respuesta a
las demandas reparaterías de las agrupaciones de expresos políticos

Con fecha 23 de Mayo en la ciudad de Rancagua se firmó un acuerdo entre las organizaciones de

Ex Presos Políticos y Familiares representados por David Quintana García, Santiago Quintanllla, y

Pedro Muñoz y el Gobierno de Chile, representado por Patricia Silva, Subsecretaría dül Ministerio

Secretaría General de la Presidencia y Francisco Ugas, Secretario Ejecutivo del Programa de

Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. En calidad de garantes del

acuerdo suscribieron el mismo el Sr. Alejandro Goic, Obispo de Rancagua y el Sr. Juan Pablo

Letelier, Senador de la República.

Entre dichos acuerdos, que permitieron deponer una huelga de hambre de 39 días iniciada por los

Ex Presos Políticos con el objetivo de avanzar en una respuesta integral en materia de reparación

por la prisión política y tortura, se encontraba la conformación de una Mesa de Alto Nivel con ese

fin.

La Mesa de Alto Nivel que se constituyó el 28 de Mayo de 2015, estuvo integrada por:

Representantes de la Comisión Negociadora de Expresos Políticos y Familiares, representantes del

Comando Unitario, representantes de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, Secretaría

General de la Presidencia, de Hacienda, de Desarrollo Social, y como observadores y garantes del

proceso de negociación, representantes del Senado y la Cámara de Diputados, del Instituto

Nacional de Derechos Humanos, de la Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos en la

región, presidiendo la misma el Sr. Alejandro Goic, Obispo de Rancagua.

El trabajo desarrollado por las partes se desarrolló durante 6 sesión, sin perjuicio de las

subcomisiones que se constituyeron para abordar las distintas dimensiones del derecho a la

reparación, siendo la última la realizada el día 12 de diciembre, momento en el que el Gobierno de

Chile a través de sus representantes señaló a través de un documento, los compromisos que

adquiría en relación con las demandas presentadas por los representantes de la Comisión

Negociadora y del Comando Unitario de Ex Presos Políticos.

El Instituto Nacional de Derechos Humanos y la Oficina Regional de ta Oficina del Alto Comisionado

para los Derechos Humanos, agradecen, en primer lugar, la confianza depositada en nuestras

instituciones por los/las integrantes de la Mesa de Alto Nivel. Así mismo queremos reconocer e)

comprometido esfuerzo del Obispo Alejandro Goic y sus asesores por facilitar el diálogo y la

búsqueda de acuerdos para avanzar en las deudas pendientes en materia de verdad, justicia y

reparación de los ex prisioneros políticos y sobrevivientes de tortura.

En segundo lugar queremos destacar dos hechos inéditos y que nos parecen auspiciosos de un

mejor futuro para las víctimas de prisión política y tortura. Por una parte, el que se haya creado
una Mesa de Alto Nivel entre el gobierno y las organizaciones de ex presos políticos y en segundo

lugar el que hayan confluido en ese mismo espacia diversas organizaciones de ex presos políticos



que hasta el momento no habían trabajado mancomunadamente en una agenda relvindicativa
común. Estamos convencidos/as que el diálogo entre el Estado y las víctimas es la única
herramienta eficaz para avanzar en materia de derechos humanos, y en particular en relación con
los déficits que aún subsisten en materia de reparación. Confiarnos en que a futuro esta sea la

forma de enfrentar los desafíos que aún se tienen por delante.

En tercer lugar, reconocemos que desde 1990 se han adoptado un conjunto de medidas
destinadas a cumplir las obligaciones de verdad y reparación en relación con las víctimas de la
dictadura; la creación de la Comisión Nacional de Verdad y Reparación, la adopción de la Ley
19.123, la creación del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del interior y Seguridad

Pública, la Comisión sobre Prisión Política y Tortura, la Comisión para la Calificación de Detenidos
Desaparecidos, Ejecutados Políticos y victimas de la Prisión Política y Tortura, la creación del

Instituto Nacional de Derechos Humanos, entre ellas. No obstante también estamos conscientes
de que aún hay temas pendientes y que la Mesa de Alto Nivel constituye un paso más en un

camino que es más largo y que requerirá de ta voluntad de todos los involucrados, recayendo ta
principal responsabilidad en el Estado de Chile, llamado a garantizar y respetar los derechos
humanos, así corno a reparar las situaciones a que dé lugar su vulneración.

Valoramos también el que las partes integrantes de la mesa hayan solicitado la opinión técnica a

nuestras instituciones. Esto es, a dar cuenta del marco de las obligaciones jurídicas contraídas por
el Estado de Chile en materia de verdad, justicia y reparación, estándares internacionales que se
asumieron como horizonte de las conversaciones sostenidas durante las reuniones de la Mesa de

Alto Nh/cl. Respecto de dichos estándares, cabe señalar que la violación a los derechos humanos
reconocidos en tratados internacionales ratificados por Chile genera responsabilidad
internacional y por tanto corresponde al Estado reparar a las víctimas, en este caso de prisión
política y tortura, en sus dimensiones de restitución cuando ella es posible, indemnización,
satisfacción, rehabilitación y garantías de no repetición, todas ellas derivado en el Derecho
Internacional de los Derechos Humanos.

En particular, el INDH y la Oficina Regional de la Oficina del Alto Comisionado en Derechos
Humanos, ven con satisfacción los acuerdos adoptados en relación con:

El compromiso para que la nueva Subsecretaría de Derechos Humanos, una vez en
funciones, determine la forma más adecuada e idónea de generar una instancia de
reconsideración o revisión para las personas no reconocidas por la Comisión Asesora para

la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Victimas de Prisión
Política y Tortura.

La modificación al Decreto Supremo N" 518 de 1998, del Ministerio de Justicia,
Reglamentos de Establecimientos Penitenciarios aumentando los requisitos, para las
personas condenadas por delitos que de acuerdo al Derecho Internacional constituyen el

carácter de violaciones a los derechos humanos, para que puedan postular a beneficios
¡ntrapenttencíarios.



El proyecto de ley actualmente en debate legislativo referente a ia tipificación del delito de

tortura de acuerdo a los tratados ratificados en la materia.
La posibilidad de traspasar el beneficio de beca para educación a un descendiente de la
víctima, hasta segundo grado de consanguinidad en línea recta y su inclusión en el proceso
de Reforma Educacional accediendo al beneficio de gratuldad de acuerdo a Eos términos
establecidos en la Ley de Presupuestos 2016 o alternativamente a los beneficios
educacionales establecidos en las leyes 19.992 y 20.405.
Las medidas para la implementación de procesos que permitan conservar y poner en valor

los sitios de memoria y derechos humanos en los términos que acuña la respuesta del

Gobierno de Chile.
Ei otorgamiento de un bono único inicial reparatorio conforme a la Ley 20.874, ei

incremento vitalicio de la pensión en $ 50.000, desde cumplidos los 65 años y un bono
reparatorio de entre 3 y 10 millones de acuerdo a rangos etartos y pagadero en cuotas
anuales, según lo señalado en el documento de respuesta señalado y,
La pnorización de la respuesta del Programa de Reparación Integral en Salud (PRAIS) para

las víctimas de prisión política y tortura junto con la ampliación presupuestaria y mejoras
que otorguen más eficiencia al mismo en relación a estas personas.

No obstante estos avances, cabe señalar también algunas preocupaciones que esperamos hayan
sido recogidas por e! gobierno y que puedan constituirse en iniciativas a desarrollar.

La primera de ellas dice relación con el concepto mismo de reparación. En efecto, el derecho a la
reparación es un concepto integral que se cumple en la medida que los distintas poderes del
Estado dan respuesta en el marco de las cuestiones que son de sus respectivas competencias a las
dimensiones de la reparación. Así, una política de gobierno que incluye medidas económicas de
reparación no es oponibíe al derecho de cada víctima de demandar por acciones ¡ndemnizatarias,
caso a caso, ante los tribunales de justicia; o el que los tribunales de justicia no estén aplicando

hoy el Decreto Ley de Amnistía no exonera a los poderes colegisladores de ia necesidad de dejar
sin efecto jurídico alguno dicho decreto. En este sentido alentamos al Estado de Chite a ampliar la
mirada respecto de las obligaciones jurídicas que ha contraído el Estado materia de reparación,

poniendo al centro de dichas iniciativas a la víctimas y bajo el principio de interpretación evolutiva
de los derechos humanos.

Preocupa sin embargo que no se haya acogido la solicitud de levantar el secreto de 50 años que
pesa sobre la Comisión sobre Prisión Política y Tortura y la Comisión para la Calificación de
Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Victimas de la Prisión Política y Tortura. En efecto,
si bien es admisible que existan restricciones a la entrega pública de información sobre los actos
de tortura cometidos durante la dictadura, ella sólo puede estar dada en función del respeto al

derecho de aquellas víctimas que no quieren darlos a conocer y de aquellas normas que obligan a
la protección de derechos de terceros, pero ella no podría constituirse en una limitación a la
obligación del Estado de investigar y sancionar estos actos en los tribunales de justicia, órganos
que de acuerdo a la ley quedan excluidos del conocimiento de dichos antecedentes.



Así mismo, preocupa que el Estado siga sin dar respuesta a las victimas de tortura en materia de
asesoría legal, ubicándolas en una situación de desigualdad frente a las víctimas y familiares de
detenidos/as desaparecidos y ejecutados políticos, los que han accedido a dicha representación
lega! a través del Programa de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

Atentamente.

H. Senador Juan Pablo Letetier:

H. Diputado Claudio Amagada:

Representante ACNUDH:

Representante INDH:

Santiago, 25 de Enero 2016


